
 

 

Departamento Administrativo de la Función Pública 

Concepto 105971 

Fecha: 14/03/2023 

Bogotá D.C. 

REFERENCIA. EMPLEO. Responsabilidad de los servidores públicos por cumplimiento de sus 
funciones. RADICACIÓN. 20232060100332 de fecha 13 de febrero de 2023. 

En atención a la comunicación de la referencia, mediante la cual plantea varios interrogantes 
relacionados con la figura del contratista de prestación de servicios, me permito manifestarle lo 
siguiente frente a cada uno de ellos: 

“1. ¿Un empleado público en carrera administrativa con vinculación legal y reglamentaria a una 
entidad, puede tener subordinación hacía un o una contratista por orden de prestación de 
servicios, contratada por la entidad?” 

Sea lo primero señalar que la Constitución Política establece: 

“ARTÍCULO 123. Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por 
servicios. 

Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la 
forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 

La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen 
funciones públicas y regulará su ejercicio. 

ARTÍCULO 124. La ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de 
hacerla efectiva.” 
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Es así como la vinculación de los servidores públicos es legal y reglamentaria y los mismos se 
encuentran al servicio del Estado y de la comunidad en general. Respecto de la eventual 
responsabilidad de los servidores en el ejercicio de sus funciones, se requiere acudir a la ley con el 
fin de establecerla. 

Así las cosas, con el fin de determinar los deberes y prohibiciones de los servidores, deberá 
acudirse a lo contenido en la Ley 1952 de 20191 que sobre el particular preceptúa: 

“ARTICULO 25. Destinatarios de la ley disciplinaria. Son destinatarios de la ley disciplinarios los 
servidores públicos aunque se encuentren retirados del servicio y los particulares contemplados en 
esta ley. 

Para los efectos de esta ley y en concordancia con el Articulo 38 de la ley 489 de 1998, son 
servidores públicos disciplinables los gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y 
asociaciones que se creen y organicen por el Estado o con su participación mayoritaria. 

Los indígenas que ejerzan funciones públicas o administren recursos del Estado, serán disciplinados 
conforme a este código. 

ARTICULO 27. Acción y omisión. La falta disciplinaria puede ser realizada por acción u omisión en el 
cumplimiento de los deberes propios del cargo o función, o con ocasión de ellos, o por 
extralimitación de sus funciones. 

Cuando se tiene el deber jurídico de impedir un resultado, no evitarlo, pudiendo hacerlo equivale a 
producirlo. 

ARTICULO 38. Deberes. Son deberes de todo servidor público: 

1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de 
derechos humanos y derecho internacional humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las 
leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos, de la 
entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones; judiciales y disciplinarias, las 
convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario 
competente. 

(...) 

3. Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y 
abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada de un 
servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función. 

(...) 

5. Utilizar los bienes y recursos asignados para el desempeño de su empleo, cargo o función, las 
facultades que le sean atribuidas, o la información reservada a que tenga acceso por razón de su 
función, en forma exclusiva para los fines a que están afectos. 
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(...) 

8. Cumplir las disposiciones que sus superiores jerárquicos adopten en ejercicio de sus atribuciones, 
siempre que no sean contrarias a la Constitución Nacional y a las leyes vigentes, y atender los 
requerimientos y citaciones de las autoridades competentes. 

(...) 

11. Realizar personalmente las tareas que le sean confiadas, responder por el ejercicio de la 
autoridad que se le delegue, así como por la ejecución de las ordenes que imparta, sin que en las 
situaciones anteriores quede exento de la responsabilidad que le incumbe por la correspondiente a 
sus subordinados. 

(...) 

16. Ejercer sus funciones consultando permanentemente los intereses del bien común, y teniendo 
siempre presente que los servicios que presta constituyen el reconocimiento y efectividad de un 
derecho y buscan la satisfacción de las necesidades generales de todos los ciudadanos. 

ARTICULO 39. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: 

1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la 
Constitución, los Tratados Internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y 
los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y 
los contratos de trabajo. 

(...) 

7. Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a su cargo o la prestación del 
servicio a que está obligado. 

8. Omitir, retardar o no suministrar debida y oportuna respuesta a las peticiones respetuosas de los 
particulares o a solicitudes de las autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario 
diferente de aquel a quien corresponda su conocimiento. 

(...)” 

De acuerdo con lo señalado, la norma disciplinaria aplicable a los servidores públicos contempla 
que es deber de éstos cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea 
encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación 
injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función. 
Adicionalmente tiene prohibido, entre otras, omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los 
asuntos a su cargo o la prestación del servicio a que está obligado. 

Conforme a lo anterior, si bien es cierto que el único competente para requerir al servidor público 
será su superior jerárquico, es deber de los servidores públicos cumplir con sus funciones de 
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manera oportuna con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y 
abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada de un 
servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función. 

Por lo tanto y en atención puntual de su interrogante, se precisa que la facultad para exigir a un 
empleado público el efectivo cumplimiento de sus funciones es el superior jerárquico, sin que sea 
procedente que un contratista tenga la facultad legal para requerir a un empleado público. En 
consecuencia, esta Dirección Jurídica considera que un servidor público no puede tener 
subordinación frente a un contratista por prestación de servicios. 

“2. ¿Cuál es el concepto de un contrato de prestación de servicios?” 

La Ley 80 de 19932, establece: 

“ARTÍCULO 32. De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, 
previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la 
autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación 

(...) 

3. Contrato de prestación de servicios Son contratos de prestación de servicios los que celebren las 
entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales 
cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento 
especializados. 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán 
por el término estrictamente indispensable. 

(...) 

El numeral 4 del artículo 2° de la Ley 1150 de 20073, señala: 

“ARTÍCULO 2°. DE LAS MODALIDADES DE SELECCIÓN. La escogencia del contratista se efectuará 
con arreglo a las modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada, concurso de 
méritos y contratación directa, con base en las siguientes reglas: 

(...) 

4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa solamente procederá en 
los siguientes casos: (...) 

h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de 
trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales;(...).” 
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Conforme a lo anterior se puede decir que son contratos de prestación de servicios los que 
celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales 
cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento 
especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y 
se celebrarán por el término estrictamente indispensable. 

“3. Un contratista por orden de prestación de servicios ¿Se considera servidor público?” 

Frente a la inquietud referente a si los contratistas tienen la calidad de servidores públicos, debe 
tenerse en cuenta que el Consejo de Estado mediante Concepto de la Sala de Consulta y Servicio 
Civil de Mayo 10 de 2001, Radicación No.1.344, Consejero Ponente: Flavio Augusto Rodríguez 
Arce, señaló: 

“La vinculación jurídica derivada del contrato de prestación de servicios es diferente de la que 
emana de la relación laboral de origen contractual con los trabajadores oficiales. En efecto, el de 
prestación se refiere a actividades relacionadas con la administración y funcionamiento de la 
entidad; el contratista es autónomo para ejecutar el contrato; no se causan prestaciones sociales y 
no responde disciplinariamente -Sentencia C-280/96, mientras que el trabajador oficial, en su 
orden, labora en la construcción y sostenimiento de obras públicas o está vinculado a una empresa 
industrial o comercial del Estado; está, por esencia, subordinado a la administración; las 
prestaciones sociales le son consustanciales y responde disciplinariamente. 

De los presupuestos de la definición legal y de los elementos analizados, se concluye que 
particulares que colaboran con el Estado mediante un contrato de prestación de servicios o 
cualquier otro, tipificado en la ley 80 de 1993 o producto de la autonomía de la voluntad, no están 
subsumidos en el contexto de la función pública, ni son, por tanto, servidores públicos y, por lo 
mismo, no reciben "asignación" en los términos establecidos, lo que hace imposible aplicarles el 
régimen de estos.” (Subrayado fuera de texto) 

No obstante, se resalta que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 
de fecha 24 de agosto de 2010, dictada dentro del Proceso No. 31986, Magistrada Ponente: María 
del Rosario González de Lemos, señaló: 

“El fundamento jurídico que sirvió de sustento a las decisiones de los sentenciadores, empero, fue 
modificado posteriormente por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. Así, en 
sentencia de casación proferida el 27 de abril de 2005 (4), expuso lo siguiente: 

“Para el impugnante y la Delegada, CÉSAR ALEJANDRO MARTÍNEZ HERRERA, dada la condición de 
particular y su vinculación contractual con los dineros que constituyeron el objeto material de la 
conducta que dio origen a este proceso, no ejerció funciones públicas, razón por la cual no ostenta 
la cualificación jurídica exigida para el sujeto activo en el tipo penal del artículo 133 del C.P., 
modificado por el artículo 19 de la ley 190 de 1995, aseveración que la Sala 
comparte irrestrictamente, por las razones que seguidamente se exponen. 

“...El particular que contrata con la administración pública se compromete a ejecutar una labor o 
una prestación conforme al objeto del contrato y en virtud de ese convenio, de conformidad con los 
artículos 123- 3 y 210-2 de la C. P., puede ejercer funciones públicas temporalmente o en forma 
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permanente, siendo la naturaleza de esa función la que permite determinar si puede por extensión 
asimilarse a un servidor público para efectos penales, ejemplo de tales eventualidades son las 
concesiones, la administración delegada o el manejo de bienes o recursos públicos. 

La Sala adoptó la anterior postura con apoyo en la sentencia de constitucionalidad C-563 de 1998, 
en la cual la guardiana de la Carta Política consideró conforme al texto superior el artículo 56 de la 
Ley 80 de 1993, sobre la base de expresar: 

“Simplemente el legislador, como autoridad competente para definir la política criminal, ha 
considerado que la responsabilidad penal de las personas con las cuales el Estado ha celebrado 
contratos para desarrollar una obra o cometido determinados debe ser igual a la de los miembros 
de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado, o la de funcionarios al 
servicio de entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Tal tratamiento que, se 
insiste, no implica convertir al particular en un servidor público, tiene una justificación objetiva y 
razonable, pues pretende garantizar que los fines que se persiguen con la contratación 
administrativa y los principios constitucionales que rigen todos los actos de la administración, se 
cumplan a cabalidad, sin que sean menguados o interferidos por alguien que, en principio, no está 
vinculado por ellos. 

En otras palabras, la responsabilidad que en este caso se predica de ciertos particulares, no se 
deriva de la calidad del actor, sino de la especial implicación envuelta en su rol, relacionado 
directamente con una finalidad de interés público”. 

La Corte Constitucional arribó a esa conclusión a partir de los siguientes adicionales 
razonamientos: 

“Los contratistas, como sujetos particulares, no pierden su calidad de tales porque su vinculación 
jurídica a la entidad estatal no les confiere una investidura pública, pues si bien por el contrato 
reciben el encargo de realizar una actividad o prestación de interés o utilidad pública, con 
autonomía y cierta libertad operativa frente al organismo contratante, ello no conlleva de suyo el 
ejercicio de una función pública. 

Lo anterior es evidente, si se observa que el propósito de la entidad estatal no es el de transferir 
funciones públicas a los contratistas, las cuales conserva, sino la de conseguir la ejecución práctica 
del objeto contractual, en aras de realizar materialmente los cometidos públicos a ella asignados. 
Por lo tanto, por ejemplo, en el contrato de obra pública el contratista no es receptor de una 
función pública, su labor que es estrictamente material y no jurídica se reduce a construir o reparar 
la obra pública que requiere el ente estatal para alcanzar los fines que le son propios. Lo mismo 
puede predicarse, por regla general, cuando se trata de la realización de otros objetos 
contractuales (suministro de bienes y servicios, compraventa de bienes muebles, etc.). 

En las circunstancias descritas, el contratista se constituye en un colaborador o instrumento de la 
entidad estatal para la realización de actividades o prestaciones que interesan a los fines públicos, 
pero no en un delegatario o depositario de sus funciones. 

Sin embargo, conviene advertir que el contrato excepcionalmente puede constituir una forma, 
autorizada por la ley, de atribuir funciones públicas a un particular; ello acontece cuando la labor 
del contratista no se traduce y se agota con la simple ejecución material de una labor o prestación 
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específicas, sino en el desarrollo de cometidos estatales que comportan la asunción de 
prerrogativas propias del poder público, como ocurre en los casos en que adquiere el carácter de 
concesionario, o administrador delegado o se le encomienda la prestación de un servicio público a 
cargo del Estado, o el recaudo de caudales o el manejo de bienes públicos, etc. 

En consecuencia, cuando el particular es titular de funciones públicas, correlativamente asume las 
consiguientes responsabilidades públicas, con todas las consecuencias que ella conlleva, en los 
aspectos civiles y penales, e incluso disciplinarios, según lo disponga el legislador”. 

Como se observa, esta Corporación, a partir de la doctrina constitucional establecida en la 
sentencia C-563 de 1998, expresó en la sentencia de casación antes aludida que aun cuando el 
artículo 56 de la Ley 80 de 1993 asigna la calidad de servidor público para efectos penales al 
contratista, interventor, consultor y asesor en todo lo concerniente a la celebración de contratos, 
tal condición solamente se adquiere cuando con motivo del vínculo contractual el particular asume 
funciones públicas, es decir, cuando el contrato implica la transferencia de una función de esa 
naturaleza, no cuando su objeto es distinto, como sucede si la actividad se circunscribe a una labor 
simplemente material. 

El anterior criterio jurisprudencial fue ratificado por la Corte Suprema de Justicia en las sentencias 
de casación del 13 de julio de 2005 (5) y del 13 de marzo de 2006 (6). En este último 
pronunciamiento la Sala expresó lo siguiente: 

“Para abordar el análisis de este puntual tema, se hace indispensable estudiar primero lo 
relacionado con la calidad que ostentaba el procesado Fernando Hely Mejía Álvarez cuando 
suscribió con el municipio de Garagoa el mencionado contrato de obra para la ampliación del 
acueducto rural “Bancos de Páramos”, es decir, si por razón de ese acto jurídico público adquirió 
una función pública y, por ende, la condición de servidor público, o siguió siendo un particular, 
aspecto jurídico que determina, para efectos de los términos de la prescripción, si se aplica el 
incremento de la tercera parte que establece el inciso quinto del artículo 83 de la Ley 599 de 2000 
(antes artículo 82 del Decreto 100 de 1980). 

En efecto, tradicionalmente ha venido sosteniendo la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal 
que a partir de la entrada en vigencia de la ley 80 de 1993, para efectos penales, el contratista, el 
interventor, el consultor y el asesor en un proceso de contratación estatal, cumplen funciones 
públicas en lo concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren 
con entidades estatales, y les atribuyó la responsabilidad que en esa materia le señala la ley a los 
servidores públicos. 

No obstante, también la jurisprudencia ha comenzado a decantar el punto, es decir, si los 
contratistas, como sujetos particulares, pierden su calidad de tal por razón de su vinculación 
jurídica contractual con la entidad estatal. 

Frente a ello es indispensable destacar que para llegar a dicha conclusión, se hace necesario 
establecer, en cada evento, si las funciones que debe prestar el particular por razón del acuerdo o 
de la contratación, consiste en desarrollar funciones públicas o simplemente se limita a realizar un 
acto material en el cual no se involucra la función pública propia del Estado, pues esa situación 
define su calidad de servidor público a partir del momento que suscriba el convenio. 
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Por ello, si el objeto del contrato administrativo no tiene como finalidad transferir funciones 
públicas al contratista, sino la de conseguir la ejecución práctica del objeto contractual, con el fin 
de realizar materialmente los cometidos propios del contrato, necesario es concluir que la 
investidura de servidor público no cobija al particular. 

En otras palabras, en este evento, se repite, el contratista se constituye en un colaborador de la 
entidad estatal con la que celebra el contrato administrativo para la realización de actividades que 
propenden por la utilidad pública, pero no en calidad de delegatario o depositario de sus funciones. 
Contrario sería cuando por virtud del contrato, el particular adquiere el carácter de concesionario, 
administrador delegado o se le encomienda la prestación de un servicio público a cargo del Estado, 
el recaudo de caudales o el manejo de bienes públicos, actividades éstas que necesariamente 
llevan al traslado de la función pública y, por lo mismo, el particular adquiere, transitoria o 
permanentemente, según el caso, la calidad de servidor público. 

Ello tiene su razón de ser jurídica, en la medida en que la función pública radica en cabeza del 
Estado. Sin embargo, como la Constitución y la ley prevén que es posible delegar dicha función, 
lógico es concluir que el particular, adquirente de la función pública, se convierta en servidor 
público. 

En síntesis, cuando el particular, con motivo de la contratación pública, asume funciones públicas 
propias del Estado, se encuentra cobijado con la investidura de servidor público. Por el contrario, 
cuando dicho particular presta sus servicios para ejecutar obras de utilidad pública u objetos 
similares, no pierde esa calidad, en la medida en que su labor constituye una utilidad pública por 
razón del servicio contratado y no una función pública”. 

Recapitulando, se tiene: el fundamento jurídico con sustento en el cual se emitió la condena cuya 
revisión se solicita, consistente en la adquisición de la condición de servidor público por el sólo 
hecho de que el particular sea contratista, interventor, consultor o asesor, experimentó variación 
posterior por parte de la Corte Suprema de Justicia, Corporación que en desarrollo de doctrina 
constitucional sentó el criterio según el cual para determinar si el particular obtiene o no la 
condición de servidor público es necesario verificar la naturaleza jurídica de la actividad 
desarrollada por aquél, en cuanto únicamente cuando se le transfiere la realización de funciones 
públicas se encuentra cobijado con dicha cualificación, no así en el evento de ejecutar una labor 
simplemente material. 

Y al efecto la jurisprudencia expresa como ejemplo de labor simplemente material el contrato de 
obra pública, porque en ese caso la tarea se reduce a construir o reparar la obra pública que 
requiere el ente estatal, convirtiéndose el contratista en un colaborador o instrumento de la 
administración para la realización de actividades o prestaciones que interesan a los fines públicos, 
pero no en un delegatario o depositario de sus funciones. 

Es de anotar que el nuevo criterio se ha ratificado en ulteriores decisiones, erigiéndose en postura 
actualmente uniforme y consolidada. Sobre el particular, resulta pertinente reseñar las sentencias 
proferidas el 3 de enero (7), 6 de marzo (8) y 23 de abril de 2008 (9), 1 de abril (10) y 7 de octubre 
de 2009 (11), y los autos emitidos el 23 de enero (12), 9 de abril (13) y 30 de octubre de 2008 (14).” 

Por su parte el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Primera. 
Consejero Ponente: Doctor GUILLERMO VARGAS AYALA, Bogotá, D.C., veintidós (22) de noviembre 



de dos mil doce (2012), Radicación número: 68001-2331-000-2012-00218-01 (PI) y actor. Jairo 
Andrade Vidal, se pronunció acerca de los contratistas que ejercen una función pública en los 
siguientes términos: 

“La Corte Constitucional, en efecto, en sentencias en las cuales se ha referido a la deducción de 
responsabilidad penal y a la aplicación de la ley disciplinaria los contratistas del Estado cuyas 
consideraciones estima la Sala son perfectamente aplicables al tema objeto de estudio, ha 
precisado que éstos, como sujetos particulares, no pierden su calidad de tales al contratar con el 
Estado y que solo para algunos efectos como la aplicación del régimen penal o disciplinario- se 
"asimila" el particular al servidor público en tanto y en cuanto que, en virtud del contrato, dicho 
particular asuma el ejercicio de una función pública.” 

De acuerdo con las sentencias anteriormente citadas, se concluye que los contratistas no tienen la 
calidad de servidores públicos. Los contratistas, como sujetos particulares, no pierden su calidad 
de tales porque su vinculación jurídica a la entidad estatal no les confiere una investidura pública, 
si bien por el contrato reciben el encargo de realizar una actividad o prestación de interés o 
utilidad pública, con autonomía y cierta libertad operativa frente al organismo contratante. 

“4. ¿A un empleado público de un grado o nivel específico le pueden asignar funciones 
establecidas en el manual de funciones a un cargo de un grado y nivel salarial más alto?” 

Respecto de las funciones de los empleos públicos, el Artículo 122 de la Constitución Política, 
establece: 

“No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento... y para proveer 
los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos 
sus emolumentos en el presupuesto correspondiente.” (Subrayado fuera de texto) 

A su vez, la Ley 909 de 20044, señala lo siguiente: 

“ARTÍCULO 19.- El empleo público. Ã¿¢¿¿ 

1. El empleo público es el núcleo básico de la estructura de la función pública objeto de esta ley. 
Por empleo se entiende el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a una 
persona y las competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el 
cumplimiento de los planes de desarrollo y los fines del Estado. 

2. El diseño de cada empleo debe contener: 

a) La descripción del contenido funcional del empleo, de tal manera que permita identificar con 
claridad las responsabilidades exigibles a quien sea su titular; 

b) El perfil de competencias que se requieren para ocupar el empleo, incluyendo los requisitos de 
estudio y experiencia, así como también las demás condiciones para el acceso al servicio. En todo 
caso, los elementos del perfil han de ser coherentes con las exigencias funcionales del contenido 
del empleo; 
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c) La duración del empleo siempre que se trate de empleos temporales.” 

Atendiendo el Artículo 19 de la Ley 909 de 2004, esta Dirección Jurídica ha considerado que el 
empleo público es el núcleo básico de la función pública, e implica un conjunto de funciones, 
tareas y responsabilidades que se asignan a su titular con las competencias requeridas para 
llevarlas a cabo, a efectos de satisfacer el cumplimiento de los planes de desarrollo y los fines del 
Estado; para lo cual los empleos se agrupan por niveles, correspondiendo igualmente una serie de 
responsabilidades y obligaciones de acuerdo a su nivel jerárquico, que como contraprestación el 
empleado recibirá una asignación básica mensual fijada previamente de acuerdo con las escalas de 
remuneración establecidas por el Gobierno Nacional. 

Así las cosas, el empleo debe ser entendido como la denominación, el código y el grado que se 
asignan para su identificación, así como el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que 
se asignan a una persona y las competencias requeridas para llevarlas a cabo. 

Por consiguiente, la entidad a su interior debe establecer el Manual Específico de Funciones y 
Competencias Laborales, en donde se identifiquen los perfiles requeridos y las funciones propias 
de cada empleo que se encuentre en la planta de personal, para el cumplimiento de los objetivos 
institucionales, este es el soporte técnico que justifica y da sentido a la existencia de los cargos de 
la entidad. De esta manera y respondiendo puntualmente su interrogante, no resulta viable que 
un empleo de manera “sistemática y repetitiva realice las funciones de otro empleo”, razón por la 
cual en caso de que la entidad ya no requiera de un empleo y en su lugar se requiera de otro 
diferente, deberá realizarse la modificación de la planta de personal respectiva, de manera que se 
supriman y se creen los empleos que la entidad requiera para cumplir con su objeto. 

Por otra parte, el Decreto 1083 de 20155 señala en relación con la asignación de funciones lo 
siguiente: 

“ARTÍCULO 2.2.5.5.52 Asignación de funciones. Cuando la situación administrativa en la que se 
encuentre el empleado público no genere vacancia temporal, pero implique separación transitoria 
del ejercicio de sus funciones o de algunas de ellas, el jefe del organismo podrá asignar el 
desempeño de éstas a otro empleado que desempeñe un cargo de la misma naturaleza. 

Esta situación no conlleva el pago de asignaciones salariales adicionales, por cuanto no se está 
desempeñando otro empleo. 

El empleado a quien se le asignen las funciones no tendrá derecho al pago de la diferencia salarial 
y no se entenderá desvinculado de las funciones propias del cargo del cual es titular. (Negrilla y 
subrayado por fuera del texto original).” 

Igualmente, sobre el tema de la asignación de funciones, la Corte Constitucional en sentencia C-
447 de 1996, expresó: 

“...Cuando el Artículo 122 de la Constitución Nacional exige fijar las funciones de los empleos 
públicos, entre otros actos por medio de reglamentos, no se está refiriendo exclusivamente a la ley 
que determina la estructura orgánica de la entidad pública, ni al Manual General de Funciones que 
expide el Presidente de la República, sino también al manual específico de funciones de cada 
entidad...” 
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“Las funciones concretas o específicas que le corresponde cumplir a cada uno de esos empleos en el 
ente gubernamental al que pertenezca el cargo, son fijadas por el jefe del organismo respectivo en 
el llamado Manual Específico de Funciones que, dicho sea de paso, no puede violar normas de 
superior jerarquía, esto es, la Constitución y las leyes. (...) Nada impide que mediante reglamentos 
se asigne por parte del Presidente de la República, del jefe de la entidad respectiva, e inclusive de 
los jefes inmediatos o de cualquier otra autoridad competente del mismo organismo, funciones a 
los empleados de un determinado ente público (...) siempre y cuando no se desconozcan los 
lineamientos generales señalados en el Manual General de Funciones y no se desvirtúen los 
objetivos de la institución y la finalidad para la cual se creó el empleo.” (Negrilla y subrayado fuera 
de texto) 

De acuerdo con lo anterior, se considera pertinente que a un empleado se asignen funciones 
adicionales a las consignadas para su empleo en el manual específico de funciones y de 
competencias laborales, siempre que estas se encuentren circunscritas al nivel jerárquico, 
naturaleza jerárquica y área funcional del empleo y sin desconocer las orientaciones de la 
sentencia C-447 de 1996, antes citada. 

Así las cosas, la asignación de funciones es una figura a la que puede acudir la administración 
cuando surjan funciones adicionales que por su naturaleza puedan ser desempeñadas por 
empleados vinculados a los cargos de la planta de personal de la entidad, sin que se transforme el 
empleo de quien las recibe, o cuando la entidad necesita que se cumpla con algunas de las 
funciones de un cargo vacante temporal y/o definitivamente, pero siempre que las mismas tengan 
relación con las del cargo al que se le asignan. 

Cabe señalar, que esta figura no tiene una reglamentación para determinar por cuánto tiempo se 
pueden asignar las funciones adicionales a un empleado, ni cuántas funciones se le pueden 
asignar, siempre y cuando no se desnaturalice el cargo que desempeña. 

En consecuencia, además de lo establecido en el manual específico de funciones y requisitos de la 
entidad para el empleo del cual es titular, es viable que a los empleados públicos se les asignen 
otras funciones, dentro de los límites que establece la Constitución y la ley, siempre que se ajusten 
a las fijadas para el cargo; lo contrario conllevaría a desnaturalizar la finalidad para la cual éste se 
creó. 

Sobre el tema de asignación de funciones, vale la pena referirnos al análisis realizado por la Corte 
Constitucional en Sentencia T-105 de 2002, en la cual se señaló: 

“(...) Considera la Sala del caso, llamar la atención sobre la forma impropia como usualmente 
dentro de la administración pública se asignan funciones de un cargo, a través del mecanismo 
denominado “asignación de funciones” mecanismo o instituto que no existe jurídicamente como 
entidad jurídica autónoma dentro de las normas que rigen la administración del personal civil al 
servicio del Estado. 

De donde proviene dicho uso. Pues, no de otro diferente al acudir o echar mano (como en el común 
de la gente se diría) por parte de la administración pública, de la última función que se relaciona 
para cada cargo dentro de los Manuales de Funciones y Requisitos de las entidades estatales, al 
señalar que el empleado cumplirá, además de las expresamente señaladas: “Las demás funciones 
que se le asignen por el jefe inmediato”. 
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Se considera del caso precisar, que dicha función de amplio contenido no puede ser ilimitada, sino 
que debe referirse siempre y en todos los casos a un marco funcional y concreto, esto es, que 
dichas funciones deben hacer referencia a las funciones propias del cargo que se desempeña por el 
funcionario a quien se asignan. No es procedente su descontextualización, de tal manera que el 
jefe inmediato sí puede asignar otras funciones diferentes a las expresamente contempladas en el 
respectivo Manual de Funciones y Requisitos de la entidad, de acuerdo a las necesidades del 
servicio, a los fines y objetivos propios de cada entidad, pero, dentro del contexto de las funciones 
propias del funcionario y acordes al cargo que ejerce y para el cual ha sido nombrado. 

No es procedente utilizar esta función para asignar “todas y cada una de las funciones 
correspondientes a otro cargo” diferente al que se desempeña por el funcionario, pues, esto 
equivale a asignar un “cargo por su denominación específica”, bajo el ropaje de la asignación de 
funciones que como se dijo no es una figura jurídica autónoma, como el encargo, el traslado, etc.; 
costumbre que a ultranza se viene realizando en diferentes entidades del Estado, en forma 
impropia cuando para ello existe en la normatividad la figura jurídica del “encargo”. (Negrilla 
original, subrayado fuera de texto) 

En ese sentido, se considera que la asignación de funciones debe referirse siempre y en todos los 
casos a un marco funcional y concreto, no siendo procedente utilizar esta figura para asignar 
“todas y cada una de las funciones correspondientes a otro cargo” diferente al que se desempeña 
por el funcionario, toda vez que esto equivale a asignar un “cargo por su denominación 
específica”, bajo el ropaje de la asignación de funciones que no es una figura jurídica autónoma, 
como el encargo. 

En este orden de ideas y respondiendo puntualmente su interrogante, para la asignación de 
funciones se considera procedente que a un empleado público se le asignen algunas adicionales a 
las establecidas en el manual especifico de funciones y de competencias laborales para el cargo 
del cual es titular, siempre que las funciones a asignar, guarden relación con el empleo del cual se 
es titular, con el fin de no desnaturalizarlo, de tal manera que no se considera viable asignar 
funciones de otros niveles jerárquicos a los servidores, esto es, si un empleo es del nivel 
profesional, sólo se podrán asignar funciones de ese mismo nivel. 

Me permito indicarle que, para mayor información relacionada con los temas de este 
Departamento Administrativo, le sugerimos ingresar a la página 
web www.funcionpublica.gov.co/eva en el link “Gestor Normativo” donde podrá consultar entre 
otros temas, los conceptos emitidos por esta Dirección Jurídica. 

El anterior concepto se imparte en los términos del artículo 28 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Cordialmente, 

ARMANDO LÓPEZ CORTES 

Director Jurídico 

Proyectó: Sonia Estefanía Caballero Sua 
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Revisó: Maia Valeria Borja Guerrero 

Aprobó: Armando López Cortés 

11602.8.4 

NOTAS DE PIE DE PÁGINA 

1 Por medio de la cual se expide el código general disciplinario se derogan la ley 734 de 2002 y 
algunas disposiciones de la ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho disciplinario. 

2 Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración PÚBLICA. 

3 Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 
1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con Recursos Públicos. 

4 Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia 
pública y se dictan otras disposiciones. 

5 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Función Pública. 

 

 

Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo emitió.  
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